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Consideraciones sobre el mo1nento 
actual de la legislación urbanística: 
los regímenes de suelo 
en las regulaciones autonómicas 
y la nueva Ley del Suelo 

Ll
s presentes líneas unicamente preten­

den ser una aproximación al escenario 
ue se plamea en los diferentes tenito­

nos del Estado tras la promulgación ele la 
Ley del Suelo 98 en relación a las compe­
tencias de las Comunidades Autónomas en 
materia del ordenamienLo urbanístico apli­
cable. El análisis tiene el punto de mira 
puesto en ver cómo afecta dicha situación, 
en particular, a los regímrnes de suelo que 
posteriormente habrán de considerarse en 
la gestión catastral. 

Dado el alcance competencia! actual de 
la Legislación general-estatal, resulta obli­
gado analizar la Ordenación Territorial y 
Urbanística a través del prisma de la situa­
ción en las Comunidades Autónomas (se­
gún el ejercicio que hayan desarrollado de 
sus propias competencias), ya que a este 
escalón del ordenamiento territorial se ha 
desplazado la responsabilidad de la discipli­
na j urídica del Urbanismo. 

El ejercicio se aborda a partir de algunas 
r~flexiones generales de interés sobre la Ley 
del Sitelo 98, continúa con algunas conside­
raciones sobre aspectos del contenido de aqué­
lla que inciden en los objetivos planteados, si-
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gue con un análisis cualitativo )' cuantitati­
vo del nivel de actividad desarrollado has­
ta 1998 en el ejercicio ele competencias 
por las Comunidades Autónomas en el que 
se propone una clas(ficacion atendiendo a los 
diferentes tipos de legislación auto11óm1ca vi­
gente y se definen las situaciones básicas. El 
apunte final gi ra en Lomo a las posibtliclades 
de acomodac1ó11 o ajuste de las situaciones ya 
apLtntadas a la Ley 98. 

Algunas reflexiones generales 
sobre la Ley del Suelo 98 

El pasado año asistimos a un momento 
de conmoción del sistema urbaníst ico en 
España: la Ley 8/1990 de reforma ele la 
Ley del Suelo y su Texto Rcf undido de 
l 992 que elaboró y aprobó el Estado inva­
día, según sentencia del Tribunal Consti­
tucional de 20 de marzo de 1997, diversas 
competencias de las Comunidades Autó­
nomas en esta materia que el propio Esta­
do, años atrás, les había transfendo en de­
sarrollo de los respectivos Estatutos de 
Autonomía. 
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En paralelo, el Estado apelando a la ne­
cesidad de liberalizac:ion económica ha tra­
mitado y aprobado. primero, el Decreto­
Ley 5/1996 y, luego, la Ley 711997 de H 
de abnl, polémicas enln:gas a cuenta del ac­
tual texto Ley 611998 sobre Régimen del 
Suelo y Valoractones, que as1, de facto, sus­
t1tu1an ya en lo esencial la regulación gene­
ral-estatal en algunos puntos ante el vac10 
que se había generado. 

El texto de la Ley c.lel Suelo 98 se ajusta 
-como era ciertamente exigible- a lo que 
es el cometido competcnc1al propio del Es­
tado (en pocas palabras: el régimen urba­
msuco del suelo, la propiedad, las valora­
ciones y el sistema c.le expropiación), pero 
dada la forma en la que se abordan algunos 
de estos aspectos, ha levantado cierta polé­
mica especialmente centrada en la temática 
de los regímenes jurídicos del suelo (y en 
concreto del suelo urbam:::able); las exigen­
cias en materia de cesiones del 10 ó 15% 
del aprovechamiento del suelo así como en 
determinados plantcamtcntos de fondo 

Con carácter general este nuevo texto 
adolece (como ya ocurría con el aluc.l1do 
Decreto-Ley 5/1996 de medidas de libera­
lización y la posterior Ley 7 /1997) de pre­
sentamos una visión fuertemente econom1-
osta trasladando la d1scus1ón, y por ende 
las medidas propuestas, a un nivel en que 
el terntono -que es el auténuco protagonis­
ta- aparece como un escenario en que los 
agentes de la producción mmobiliana han 
de librar una batalla libcralizadora frente a 
las inercias y tendencias de unas actuacio­
nes municipales hipotéucamente dedica­
das a procesos de calificac1ón-recalifica­
ción. Pero pocos hablan (y desde luego este 
texto tampoco) del lcnitorio, del suelo 
como un bien escaso, de la necesidad de 
mantener su eqwlrbno general y el de los 
procesos de urbanización o de la necesidad 
de dotarlo de una estructura de soporte 
adecuada, por poner algunos ejemplos. 

Ahí radica, con toda probabilidad, el au­
téntico fondo de la cuestión. Y es que nues­
tro temtorio es un bien escastsimo. A estas 
alturas, todo el mundo debería tener clara 
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la necesidad de preservar su equilibrio en 
un escenario de sostenibi lidad. Nadie esta­
rá en contra de que deban producirse de­
terminados desarrollos armónicos y cohe­
rentes con su configuración, pero bien 
diferente resulta consagrar -como hace la 
nueva Ley- la pos1b11idad de convertir en 
sucio urbanizablc «todo aquel que no tenga 
una protección wncreta por ra:;:ones paisa)IS­
ticas, histcíricas, arqueologiws, forestales, ga­
naderas o de riqueza natural, o el que sea jus­
uficaclamente inadernacio para un desa1 rollo 
urbano racwnal. .. ». As1 las cosas, el suelo 
urbanizable queda definido con carácter 
1csidual y podría ser 1<lodo aquel para d cual 
la admmislración mun1upal no especifique un 
1 cgimen especial de protección urbanística». 
Un precepto así, si no se matiza adecuada­
mente, la verdad es que hará difícilmente 
sostenible el deseado equilibrio territorial. 

Hay que desmll1(icar; no obstante, la afi1 -
mac1ón de que todo el sudo va a ser urba111:::.a­
blt:. No es as1. Lo umco que la Ley pretende 
es crear un marco más ílcx1ble para la clas1-
ftcac1ón del sucio, pero será el planeamien­
to, fundamentalmente, el que va a determi­
nar qué suelos son o no urbanizables. Sin 
embargo, el senttdo y alcance final de ese 
fundamentalmente es lo que preocupa, en la 
medida en que la Ley pueda posibilitar de­
sarrollos al margen del planeamiento que 
así podría ver dtsmmuído su papel en una 
sttuac1ón de fractura indeseada del binomio 
reg1men del suelo-sistema de planeamiento 
(algunos la definen como la Ley del 110 pla­
neamiento). Con todo, en ciertas Comuni­
dades Autónomas, como en el caso de Ca­
taluña, con un elevado porcentaje de 
municipios con figuras de planeamiento 
aprobadas y desarrollo legislativo sus!ltulo­
no, este tema de la presunta discrecionalt­
dad de los regímenes de suelo no debe pre­
ocupar excesivamente, como veremos. 

Otra cons1deracion básica: Ja nueva Ley 
del Suelo será solo relallvamente aplicable de 
forma directa por los agentes impltcados, 
públicos o privados. ya que la gran mayo­
na de su contenido necesitará un desarrollo 
posterior por parte de las Comunidades 



Autónomas, tanto mayor cuanto menos 
significativo haya sido el ejercicio que ha­
yan hecho de sus competencias en esta ma­
teria. Son normas cuyo destino no es ser 
directamente aplicadas -exceptuando las 
expropiaciones y los criterios de valora­
ción- sino el de ser desarrolladas o servir 
de marco a legislaciones autonómicas. 
Contranamente a lo que podría parecer a 
tenor de las ideas que han recogido los me­
dios de comunicación, la Ley del Suelo es­
tatal reduce su actuación sólo a determina­
dos aspectos que inciden en el Urbanismo. 
La disciplina jurídica de la ordenación urba­
nística se ha desplazado a las Comunidades 
Autónomas. 

La Ley del Suelo 98 se revela ahora fun­
damental para estabilizar el sistema urba­
nístico contemplado en su globalidad, muy 
maltrecho tras los sucesivos episodios legis­
lativos acontecidos. Es esta una de las con­
diciones que otorgan credibilidad de cara 
al comportamiento del mercado del suelo y 
del mercado inmobiliario en general: la 
existencia de un marco claro de reglas de 
juego, de una regulación precisa. 

Otro aspecto positivo junto al ya aludido 
respeto competencia/ es el de la concisión de 
sus rasgos en tanto que Ley de mínimos, si 
bien el redactado contiene aún imperfec­
ciones tales como ciertas inconsistencias 
que subsisten en el Lema de las valoracio­
nes o en los aspectos presuntamente nove­
dosos, como las mayores exigencias de in­
versión en las infraestructuras de conexión 
que ya se daban hasta ahora en el suelo ur­
banizable no programado. 

A la batalla que se llegó a generar sobre 
el tema de los porcentajes de las cesiones 
conviene quitarle hierro. Parece positiva -y 
sin duda adecuada a la tan aludida Senten­
cia del Tribunal Constitucional- la fórmula 
adoptada de establecer una horquilla sin 
mínimos, a fijar por las Comunidades Au­
tónomas que permitirá afrontar las situa­
ciones más diversas y las necesidades mu­
nicipales en materia de patrimonio. 

También conviene comentar algo esen­
cial que difiere del marketing que de la nue-
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va Ley se ha hecho: las acciones que real­
mente inciden en el abaratamiento de la 
vivienda pasan por entrar en pro[ undidad 
en temas como la mejora y simplificación de 
algunos de los mecanismos de desarrollo y 
gestión del planeamiento que influyen en el 
proceso de prodL1cción del suelo. Sólo inci­
diendo sobre el tiempo necesario para la 
preparación del suelo y no únicamente so­
bre el proceso previo ele clasificación del 
mismo, se puede acceder a parte de los ob­
jetivos que se persiguen. La existencia de 
suficiente suelo urbanizado apto para ser edi­
ficado, con independencia de su régimen 
urbano o urbanizable, ha de contemplarse 
como una necesidad previa. El problema tal 
vez no deba centrarse en la cantidad de sue­
lo urbanizable sino en propiciar mecanismos 
ele gestión integrando el concepto del agente 
urbanizador, de los operadores públicos y 
privados, en la preparación y producción 
de suelo urbanizado. Eso sí que puede mci­
di r en los objetivos de obtener vivienda 
asequible. Podrían crearse falsas expectati­
vas, porque se da por sentado que se nece­
sita suelo calificado, cuando en realidad lo 
que se precisa es una oferta suficiente de 
suelo urbanizado con calidad y convenien­
temente estructurado. 

Algunas consideraciones 
sobre aspectos del contenido 
de la Ley 98 relacionados 
con los regímenes de suelo 

La lógica de los planteamientos que 
hace la Ley 98 en materia de regímenes de 
suelo hay que buscarla con seguridad en el 
hecho de que al no tener el Estado capaci­
dad de regulación tras la sentencia del T.C. 
de 20 de mayo de 1997 del «modelo urba­
nístico», éste no puede «estructurar» los 
suelos urbanizables. As.í pues, como en los 
aspectos sectoriales (de carácter medio­
ambiental, de carácter territorial, de carác­
ter agrario, de carácter forestal, de recursos 
naturales, etcétera) el Estado tiene capaci-
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dad legislativa, llene lógica que el texto en 
esta situación actual defina por negativo el 
suelo urbanizable (siempre que en el no 
urbanizable quepan aquellos suelos que el 
planeamiento declare que no conviene, de 
forma justificada para esta política de sue­
lo, introducir en el mercado). 

La nueva Ley abre un proceso para que 
los planes incorporen una real política de 
suelo. El que los planes sean documentos 
que puedan recrear condiciones de merca­
do pone en cnsis algunos aspectos de la 
tradición urbanística heredada, como afir­
ma]. A. Solans (1). 

En primer lugar, la Ley 98 distorsiona el 
rol de los programas de actuación, claves, 
si hubiesen sido desarrollados con una ló­
gica estratégica (la mayoría de los Ayunta­
mientos está haciendo planes estratégicos). 
Esa lógica de los municipios no pasa hoy, 
curiosamente, por la lógica urbana. Es lo 
que podemos llamar la crisis de la progra­
mación como escenario en el que los tiem­
pos de la política local son aplicados en pe­
riodos y cadencias que no responden a los 
tiempos y esquemas de la teoría del planea­
miento. 

En el caso del suelo urbanizable no pro­
gramado, algo que ha venido definiendo 
desde el 76 característicamente estos suelos 
ha sido el que había un criterio de oportu­
nidad política para su programación por 
pane de las Corporaciones, y en conse­
cuencia ha dejado márgenes de enorme clis­
crec1onalidad que han provocado que en al­
gunos municipios, ni por la Administración 
ni por los paniculares se encontrase la vía 
p;, ra el desarrollo de estos sectores. Habta 
en ello, como recuerda J. A. Solans (1) <<un 
intento de conjugar; un desarrollo más relacio­
nado con la propiedad de la tierra, con un de­
sarrollo más relacionado con las capacidades 
de los agentes financiems o de los agcntcs cons­
tructores. Por no mencionar que se han dado 
estrategias de desprogramación como f arma de 

(l) SOLANS 1 HUGUET, j A. jornadas sob'e la 
nueva Ley dd Sudo. COAC, l 998. Barcelona. 
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seleccionar mejor los promotores y al mismo 
tiempo para poder aplicar cargas que con los 
suelos programados no hubiesen podido apli­
carse al no venir en los planes definida la es­
tructura general y orgánica del territorio y ser 
necesario que en el momento de la programa­
ción las Corporaciones fijasen aquellos ele­
mentos de infraestructura que eran necesa­
'ios. Dicho mayor coste repercutía finalmente 
en el usuario final». Era en suma un marco 
de difícil desarrollo dadas las condiciones y 
la poca transparencia de los procesos. En 
contraposición, ahora, el texto legal para el 
suelo urbanizable define unos sectores o 
ámbitos delimitados y ello significa que 
hay un grado de concreción en el planea­
miento suficiente para poderlos desarrollar 
de forma reglada, y que en cambio hay otro 
suelo en el que los planes fijarán usos glo­
bales admisibles, y unas intensidades má­
ximas. Los planes tendrán allí capacidad en 
función de su posición de fijar condiciones 
para su trámite, pero no necesariamente el 
grado de precisión que permitiría un desa­
rrollo automáuco. 

Análisis cualitativo y 
cuantitativo de la legislación 
autonómica vigente 

Clasificación por tipos 

Algunas matizaciones: 
• Resulta difícil establecer la frontera de 

lo que es legislación propiamente urbanís­
Lica y lo que no lo es. El criterio adopLado 
es amplio: en la medida en que se ele algún 
Lipo de incidencia o relación con el terrilo­
'io, la organización competencia! de su re­
gulación, su preservación, etc., el texto le­
gal en cuestión ha rec ibido aquélla 
consideración. 

• No nos hallamos habitualmente ante 
tipos puros, dándose con frecuencia situa­
ciones mixtas. 

• El presente análisis, que también se 
extiende a los territorios aforados, abarca 
las Leyes, Decretos, Ordenes y Resolucio-



nes, dicLadas por las C.C.A.A. en el ámbiLo 
y ejercicio de sus propias compeLencias (2). 

En razón , f undamemalmenle de su in­
Lencionalidad , objetivos y contenido, para 
las legislaciones analizadas, podría propo­
nerse la siguiente clasificación: 

l. Legislación organizativa (creación de 
institutos de suelo, delimitación de compe­
tencias, ele.) (ORG). 

2. Legislación Aulonómica de Ordenación 
o Polilica Tenilorial (OT). 

3. De medidas urgentes o transitorias en 
materw de urbanismo (dictadas en diferentes 
momentos como respuestas coyunturales a 
siLuacioncs diversas (MT). Cabe distinguir: 

• De adaplación de la Ley del Suelo 76 a 
la Comumdad Autónoma (MT/AD76). 

Por ejemplo, Galicia, Ley 11185. 
• De adaptación a la legislación 90192 

(MT/AD90-92). 
• De adaptación a la sentencw de incons­

titucionalidad de 1997 (MT/AD97). 
Es, por ejemplo, el caso de la Ley 9/97 

de Castilla-León (veáse exposición de mo­
tivos. último párrafo) o de la Ley J 3/97 de 
Extremadura. 

Nonnalmente, estas acciones nonnativas 
se han ltmiLado a fijar posiciones de las Co­
munidades Autónomas sobre la aplicabili­
dad de los preceptos de la legislación urba­
nística esLaLal para cuyo dictado ésla habia 
sido declarada incompelcnte. Asimismo, 
acostumbran a regular los aprovechamien­
tos susceptibles de apropiación, optando 
por el 85% o el 90% según los casos. 

Un artículo único, habitualmente, asu­
me que, en las Comunidades Autónomas 
el Régimen jurídico o Normativo se regirá 
por los preceptos declarados nulos e in­
constitucionales desde el punto de vista ele 
la compeLencia estatal , como paraguas en 
ese momento ele vac10. 

(2). Se ha uuhzaclo como base documental la pu­
bhcac1on en CD-ROM «Cocl1go Tecn1co de Urbanis­
mo. Suelo» del COAC. l 998. Barcelona. (B Rrnz, 
J Montero y otros ) 
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• Otras medidas urgentes o transitorias en 
materia de urbanismo y protección o regíme­
nes sustitutivos (MTU). 

Es el caso de Canarias - Ley 311985- o 
Baleares -Ley 10/89-. 

4. Textos completos (o parciales) de Leyes 
del Suelo Autonómicas (LSA) (LSAp). 

Es el caso ele la Ley 1/97 de Galicia o del 
Text Reíos de Cataluña. 

Y, en general, de otras Comunidades 
Autónomas con tradición legislativa en 
mate1ia de suelo, como Navarra. 

5. De regulación de suelos rústicos o de de­
sandlo del medio rnral (RSNU). 

6. De regulaciones especificas (prOLección 
de la legalidad, disciplina urbaníslica, agi­
lización de la gesLión y e.1ecución, de medi­
das de imervención en materia de suelo y 
v1v1enda o en materia de valoración .. . ) que 
no forman parte de los epígrafes anteriores 
(RE). 

Es el caso de las medidas para la protec­
ción de la legalidad urbanística en la Región 
de Murcia -Ley 12/86- o de la Ley Foral 
7/1989 de Navarra, entre otras muchas. 

En general, no se trata de una clasifica­
ción excluyente. Según la Comunidad Au­
tónoma de que se trale, a menudo coexis­
Len varias situaciones, como en el caso de 
la Ley 1 7 /1994 del País Vasco, que aquí 
simplificaremos como de regulación espe­
cífica o de la Ley 1011994 de Navarra de 
Ordenación del TerriLorio y de Urbanismo. 

El cuadro y los gráficos que acompañan 
estas líneas reflejan, atendiendo a la clasifi­
cación propuesta, las diferentes situaciones 
para las 69 legislaciones estudiadas. 

Merece la pena mencionar que la mayo­
ría (2/3 panes) de la legislación aulonóm1ca 
<le que se han dotado las diferentes 
Comunidades AuLónomas obedece a necesi­
dades organizativas (un 14,5%), a regulacio­
nes específicas (un 29%) o a la esfera de la 
ordenación territorial (23,1 %) (Gráfico 1). 

la cronología de las actuaciones también 
puede apreciarse examinando los gráficos 2 
y 3, que, en general evidencian la disper-
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Gráfico 1 
Clasificación de las legislaciones autonómicas por tipos (%) 
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RSNU· 
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Normativa de adaptación de la Ley del Suelo 76 a la Comunidad Autónoma 
Regulación de suelos rust1cos o de desarrollo del medio rural 

D RE: Regulaciones espec1Íícas. -m;¡¡ 
ORG. 
OT: 

Leg1slac1ón de regulactón organizauva. 
Legislación autonómica de Ordenación o Pohuca Territonal. 

sión de las fechas de promulgación de las 
legislaciones aludidas (salvo en el caso de 
las iniciativas de adaptación que siguen su 
propio patrón y se centran en los años 
84/85 y 97, como es lógico suponer) acom­
pasadas en el tiempo a los esquemas de ne­
cesidades específicas de cada Comunidad. 

Situaciones-tipo en las difere ntes 
Comunidades Autónomas 

La situación del ordenamiento urbanís­
tico aplicable en las diferentes Comunida­
des Autónomas tras la sentencia del Tri­
bunal Constitucional de 20 de mayo de 
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1997 y en el momento mismo de la apari­
ción de la Ley 6/98 sobre Régimen de 
Suelo y Valoraciones, puede, asimismo, 
sintetizarse a partir de las siguientes situa­
ciones-tipo (3): 

l. Comunidades ALtlónomas que habían 
hecho w1 ejercicio significativo de sus compe­
tencias legislativas urbanísticas. Cabe distin­
guir dos variantes: 

(3) Como muy acenadamente pone de mani­
fiesto L. PAREJO ALFONSO en «Anahsis para el 
CSCAE» lnstlluto P Madoz de la Universidad Car­
los 111 Madnd Abnl l 997 



Gráfico 2 
Cronología de la legislación autonómica de Ordenación o Política Territorial 
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Gráfico 3 
Cronología de la legislación de Regulaciones Específicas 
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Cuadro 1 

Legislación autonómica vigente. Clasificación por tipos 

Comunidad Clave 
Rango 

Tipo 
Autónoma Legislación Legislación 

Andaluc1a An9401 Ley OT 
Aragón Ar8506 Ley ORG 

Ar9211 Ley OT 
Asturias As8701 Ley OT 

As8703 Ley RE 
As9006 Ley RSNU 
As9102 Ley RE 

Cataluña C80004 Ley ORG 
C82306 Decreto RE 
C83021 Ley OT 
C84146 Decreto MT/AD76 
C87007 Ley ORG 
C87008 Ley ORG 
C87177 Decreto OT 
C88005 Decreto ORG 
C88028 Resolución ORG 
C88031 Decreto OT 
C89260 Decreto OT 
C90001 Decreto LSA 
C92055 Decreto RE 
C93248 Decreto RE 
C94186 Decreto ORG 
C95001 Ley OT 
C95177 Decreto OT 
C97303 Decreto RE 

Cantabria Cb9007 Ley OT 
Cb9204 Ley RE 
Cb9409 Ley RSNU 

Castilla-León Cl9709 Ley MT/AD97 
Castilla-la Mancha Cm9705 Ley MT/AD97 
Extremadura Ex97112 Decreto MT/AD97 

Ex9713 Ley MT/AD97 
Galic1a Ga8511 Ley MT/AD76 

Ga9510 Ley OT 
Ga9701 Ley MT/AD90-92 
Ga9705 Ley ORG 
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Cuadro 1 (continuación) 

Legislación autonómica vigente. Clasificación por tipos 

Comunidad Clave 
Rango 

Tipo 
Autónoma Leg1slac1ón Legislación 

Islas Baleares lb8708 Ley OT 

lb8808 Ley RE 

lb8910 Ley MTU 

lb9009 Ley ORG 

lb9010 Ley RE 

lb9015 Ley ORG 

lb9306 Ley RE 

lb9401 Ley RSNU 

lb9706 Ley RSNU 

Islas Canarias lc8503 Ley MTU 

lc8701 Ley OT 

lc8705 Ley RSNU 

lc8706 Ley RE 

lc9007 Ley RE 

lc9440 Decreto RE 

Madrid Ma8404 Ley RE 

Ma9509 Ley LSAp 

Ma97131 Decreto RE 

Ma9720 Ley MT/AD97 

Murcia Mu8612 Ley RE 

Mu9204 Ley OT 

Navarra Na8907 Ley RE 

Na9328 Decreto RSNU 

Na9410 Ley LSA 

Pais Vasco Pv8909 Ley RE 

Pv9004 Ley OT 

Pv9417 Ley RE 

Pv9703 Ley RE 

Pv9742 Decreto MT/AD97 
Valenciana Va8906 Ley OT 

Va9204 Ley RSNU 

Va9406 Ley LSA 

Va9702 Ley RSNU 
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CONSIDERACIONES SOBRE EL MOMENTO ACTUAL DE LA LEGISLACIÓN URBANISTICA: LOS REGIMENES OE SUELO EN LAS REGULACIO~ES AUTONOMICAS .•• 

• C.C.A.A. que se hab1an dotado ya de 
una legislauón (mediante uno o más altos 
normativos) con vocación de dimpli11a 
completa en la materia, capaz de desplazar 
la normativa general-estatal hasta 111h1bir 
incluso su aphcabihdad (que no provocar 
su derogación) en el terrnono respecllvo. 
Es el caso de Cataluña, Valencia y Navarra. 

• C.C.A.A. que se habían dotado ya <le 
una leg1slac1ón propia pero parcial, limita­
da sólo a cienos aspectos (habilitando una 
gesuon propia para peculiaridades <le su 
territono) y carente <le voluntad de dcspla­
:::am1rnlo total de la normauva general-es­
tatal, e incluso. las más de las veces, dicta­
da paniendo de esta u luma como base. Es 
el caso de las Comunidades de Galicia )' 
Madnd. 

2. Comumdades Autcmomas que 110 ha­
bwn hecho CJciücio (.~1g11if1wtivo, al menos) 
de su wmpclcncia legislativa-urbanislica. 

En esta snuación se hallarían las restan­
tes C.C.A.A., a saber. Andalucia, Asturias, 
Aragón, Baleares, Cananas, Cantabna, Cas­
ulla-la Mancha, Casulla-León, Extremadu­
ra, Murcia, Pais Vasco y La Rioja. 

Conclusiones. Fórmulas y 
posibilidades de acomodación 
a la Ley 98 

En pnmer lugar, )' por lo que se refiere a 
los regímenes de suelo. habrá que estar 
atentos a las detenmnac1ones del planea­
miento de rango supenor aprobado. Estas 
determinaciones habrá que interpretarlas 
en clave de Ley 98. Dicha «traducción» 
vendrá o no facilitada por el nivel previo de 
desarrollo lcg1slauvo autonómico. 

En esta uluma línea cabna apuntar algu­
nas reflexiones: 

A partir de las situaciones definidas en 
función del nivel de e1erc1cio de las com­
petencias legislativas desarrollado en cada 
ámbno tcrntonal puede in1c1almcnte de­
ducirse la incidencia de la Ley 98 para las 
diferentes Comunidades Autónomas. 
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Dicha 111cidencia, en el caso de las Co­
munidades que hab1an establecido una 
disciplina completa en la matena es nula (o 
casi). Solo en algunos puntos de carácter 
secundario podría identificarse algun va­
cío. Estas Comunidades Autónomas sólo 
deben pensar, como mucho, en inic1auvas 
legislauvas hmnadas (vg en materia de 
transposición de algunas definiciones y 
conceptos que afecten a regímenes del suc­
io). Es el caso de Cataluña, Valencia y Na­
varra. 

Por lo que se refiere tanto a las Comu­
nidades Autónomas que habían legislado 
en su dia sm voluntad de desplazamiento 
de la normauva general-estatal (Gal1c1a, 
Madrid), como las que no han hecho c.1er­
cicio significativo o lo han hecho pero 
centran<lose en otras rcgulac10ncs especí­
ficas (las restantes Comunidades) parece 
evidente que han de «recomponer» me­
d iante actos normauvos los contenidos 
vaciados por la sentenoa del Tnbunal 
Consutuc1onal y asegurarse la acomoda­
ción a la Ley 98. 

No obstante, algunas Comunidades Au­
tónomas ele este grupo (las clasificadas con 
lcgislac1ón del tipo MT/AD 97), y en con­
creto, las dos Casullas, Extremadura, Ma­
drid y el Pa1s Vasco. han abordado durante 
1997 procesos de adaptación a la Scntenua 
de su legislación autonómica para cubnr el 
vacío legal producido 

Ello les s1tua en mejor posición, pues 
probablemente han cumplido una etapa 
esencial y habrá que ver si en cada caso las 
adaptauones son suftcicntes, aunque pare­
ce poco probable. 

Mencionar, por ulumo que algunas 
Comunidades Autónomas que ya se han 
dotado de ciertas regulaciones cspcufi­
cas, especialmente las relacionadas con lo 
que podemos entender como el régimen 
del suelo no urban1zable de la nueva Ley 
(caso de Asturias, Cantabria, Baleares, 
Cananas y Navarra) parten asimismo de 
una posición especilicamente me¡or, al 
menos en dichos aspectos. que las que no 
lo hiucron. • 
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